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Abstract

En noviembre de 1999, el gobierno de Chile firmó el Memorándum de Entendimiento, por el cual comprometió una cantidad significativa de tropas al Sistema de Acuerdos de Reserva para Operaciones de Paz (Stand by force) de las Naciones Unidas. Con este acto se terminó un largo proceso durante el cual Chile fue gradualmente modificando su aproximación a las operaciones de paz, aceptando finalmente el desafío de participar en misiones de imposición de la paz.  En este marco, es en la década de los ’90, cuando suceden las misiones de paz más importantes relacionados con este tema. De hecho, el despliegue de tropas más significativo, que corresponde al Ejército de Chile, está operando desde hace un año en Timor Oriental. Este trabajo refleja la primera etapa  de una investigación que tiene por motivo central analizar los factores fundamentales que han movido al gobierno y  a las fuerzas armadas chilenas para comprometerse en operaciones o misiones de paz, desde la Comisión Militar Neutral en el conflicto del Chaco entre Bolivia y Paraguay en 1935, pasando por las misiones de observadores militares, tanto en Asia como en Medio Oriente, para finalizar con el empleo de una unidad de helicópteros en Timor Oriental.

Introducción

En noviembre de 1999, el gobierno de Chile firmó el Memorándum de Entendimiento, por el cual comprometió una cantidad significativa de tropas
 al Sistema de Acuerdos de Reserva para Operaciones de Paz (Stand by force) de las Naciones Unidas. Con este acto se terminó un largo proceso durante el cual Chile fue gradualmente modificando su aproximación a las operaciones de paz, aceptando finalmente el desafío de participar en misiones de imposición de la paz. 

Los eventos más importantes relacionados con este tema han ocurrido en la década de los ’90. De hecho, el despliegue de tropas más significativo, que corresponde al Ejército de Chile, está operando desde hace un año en Timor Oriental.

Esta situación, y la falta de una revisión comprehensiva de la experiencia nacional es lo que ha motivado el desarrollo de este trabajo, cuyo objetivo central es analizar los factores fundamentales que han movido al gobierno y  a las fuerzas armadas chilenas para comprometerse en operaciones de paz. Este informe refleja la primera etapa  de esa investigación.

En este contexto, el informe que sigue, además de preliminar, tiene los límites derivados de una escasez generalizada de antecedentes y de lo difícil que ha resultado obtener información básica para el análisis.

“La Participación Chilena en Operaciones de Mantenimiento de la Paz en la Década de los 90”, es un proyecto de investigación financiado por el CHDS dependiente de la NDU, en el cual participan, además, el profesor Guillermo Pattillo, en lo relativo a los aspectos económicos, y el profesor Ricardo Neeb, en lo relacionado con la participación de las policías chilenas (Carabineros e Investigaciones de Chile).

2. Antecedentes históricos

En el siglo XX, uno de los factores más evidentes de la política exterior chilena fue su neutralidad. Esa característica es, posiblemente, la consecuencia de un difícil proceso histórico durante el cual Chile tuvo significativas guerras de orden interno
 y externo.
 

La participación del país en la Sociedad de las Naciones desde la década de los años 20, marcó de manera importante el sentido que tendría en el futuro la política exterior chilena la que se fue delineando cada vez con mayor fuerza en torno a los conceptos de cooperación, no intervención en los asuntos internos de otros países, libre autodeterminación de los pueblos,  necesidad de solución de las controversias internacionales a través del diálogo y negociación en reemplazo del uso de la fuerza.

Este marco está dado, en consecuencia, por la aplicación de políticas de principios que traspasan las ideologías. Esta conducta permitió promover la imagen, más allá de las fronteras, de estricto apego al cumplimiento del derecho internacional, lo que constituyó una garantía en el tratamiento de casos que pudieran alterar la convivencia vecinal o regional. Varias fueron las situaciones durante el siglo XX en que Chile se vio enfrentado a situaciones de crisis externas que  si no escalaron fue, al menos en parte, debido a que la política exterior del país se mantuvo fiel a los principios que trazó en el pasado.

 No parece exagerado sostener que la política internacional de Chile ha estado esencialmente guiada por la cooperación, la promoción de paz y la seguridad internacionales. Estos dos últimos conceptos se han transformado en una preocupación constante y creciente  para Chile, demandando esfuerzos para conciliar los naturales intereses internos con los objetivos de reducir la conflictividad externa.

3. El comienzo

El fracaso de sucesivas mediaciones, incluyendo una de la Liga de las Naciones para poner término a ocho años de conflicto armado entre Bolivia y Paraguay por la posesión del Chaco Boreal, permitió a Chile, junto a otros países de la región, participar en el proceso de paz entre estos dos Estados e iniciar así una colaboración concreta por la paz internacional.

A través de la Conferencia de Paz del Chaco se logra la suscripción de un Protocolo de Paz en Buenos Aires, el 12 de junio de 1935,
 por el cual se pone término a la contienda y las partes se comprometen a resolver mediante gestiones directas o por arbitrajes las cuestiones del Chaco, solicitando a la instancia de mediación el envío inmediato de observadores neutrales al área de operaciones. Nace así la Comisión Militar Neutral, formada por los ejércitos de seis países: Argentina, Brasil, Chile, Estados Unidos de América, Perú y Uruguay. El gobierno chileno, envió una delegación de cinco oficiales de ejército incluyendo a un oficial general.
 A este último, el general de brigada Carlos Fuentes Rabé, le correspondió presidir una de las dos subcomisiones (la del frente paraguayo), que se organizaron para cumplir los acuerdos.

La labor de la Comisión Militar Neutral comenzó el 14 de junio de 1935 y finalizó el 25 de octubre del mismo año. Su tarea estuvo centrada en supervisar y controlar que se cumplieran los siguientes aspectos contemplados en el protocolo de paz:

La cesación de los fuegos para la suspensión de las hostilidades;

Fijación de la línea intermedia, determinación de las líneas de separación de los ejércitos y de los lugares de reunión previos a la desmovilización;

Interpretación del alcance de las cláusulas sobre medidas de seguridad;

Ejecución y contralor de la desmovilización de los ejércitos;

Evacuación del material de guerra;

Reducción de los efectivos militares a la cifra máxima de 5000 efectivos;

Compromisos de no hacer nuevas adquisiciones de material bélico; y de no agresión;

Proposición de medidas complementarias de seguridad y Policía Militar Neutral;

Canje de prisioneros.

 Las características de las distintas etapas desarrolladas para el término formal del conflicto por parte de los integrantes de la Comisión Militar Neutral, han generado consenso respecto que esta misión de paz puede ser calificada como la primera en el establecimiento y mantenimiento de la paz entre dos naciones.

La creación de las Naciones Unidas, organización de la cual Chile es socio fundador, permitiría que en corto tiempo ésta se comprometiera por el establecimiento y mantenimiento de la paz en el mundo de acuerdo a los principios que figuran en su Carta Fundamental. Primero fue en el conflicto de Medio Oriente, derivado de la Partición de Palestina en 1948. En esa circunstancia observadores militares de distintas nacionalidades fueron enviados a supervisar los acuerdos de cese del fuego entre Israel y sus Estados vecinos. Al año siguiente, es en el conflicto entre India y Pakistán por disputas territoriales. 

En esta segunda iniciativa, Chile fue invitado a participar con observadores militares junto a otras naciones, incluyendo latinoamericanas, para cumplir tareas muy semejantes a las del Medio Oriente. El gobierno de Chile apoyó esta solicitud y el mismo año envió tres oficiales, uno de cada rama castrense, para desempeñarse en la zona de Kachemira, en la frontera norte de esos dos países. Desde aquel entonces, más de 160 oficiales preferentemente del Ejército, han cumplido funciones en UNMOGIP (United Nations Military Observer Group in India and Pakistan) como asesores del Estado Mayor correspondiente y como observadores militares. Cabe destacar que en esta misión en dos oportunidades Oficiales Generales del Ejército han asumido el mando de ella.

Una tercera misión de observadores militares sería cumplida en el Líbano, en el año 1958, entre los meses de junio y diciembre, como consecuencia de una resolución del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas que acoge los reclamos del gobierno Libanés, respecto a evitar la abierta interferencia en los asuntos internos por medios violentos  de parte de potencias vecinas. En esta oportunidad, el país envía cinco oficiales, tres del Ejército y dos de la Fuerza Aérea, los cuales cumplieron funciones de asesoría en el Estado Mayor de la misión (UNOGIL- United Nations Observation Group in Lebanon), jefatura de área y tareas de observación, inspección e investigación de casos por infiltración de armas.

La Guerra de los Seis Días entre israelíes y árabes, el año 1967, trajo consigo la necesidad de mayor compromiso de las Naciones Unidas en la región. A esa fecha, la misión de paz desplegada en el año 1948 (UNTSO – United Nations Truce Supervision Organization) fue incapaz de cumplir la demanda de tareas que se le había impuesto para monitorear el desarrollo de los acuerdos de paz. Debido a ello, el Consejo de Seguridad, decide incrementar la presencia de observadores militares en todos los frentes de conflicto, recurriendo a sus Estados miembros para enviar un mayor número de integrantes de sus fuerzas armadas a esta misión. El gobierno de Chile accedió a la petición  de NN.UU. y ese mismo año resuelve, por cuarta vez, el envío de cuatro oficiales del Ejército, uno de la Armada y uno de la Fuerza Aérea, quienes son destinados preferentemente en la Península de Sinaí. Conforme varió la situación político estratégica en los años siguientes, los observadores militares han estado permanentemente reorientando sus funciones en distintos frentes, pasando por Egipto, Israel, Jordania, Líbano y Siria. De igual modo, la composición y cantidad de los observadores militares nacionales ha variado desde aquel entonces a la fecha, sumando hasta la fecha más de 140 oficiales de las fuerzas armadas chilenas en tan sensible región del mundo.

En el marco de la Organización de Estados Americanos (OEA), la participación chilena en operaciones de paz se inició a fines del conflicto armado entre El Salvador y Honduras en el año 1975, y como consecuencia de una resolución del año 1969, emanada del Consejo General de la OEA, que decretó el cese del fuego y el retiro de las tropas de los territorios ocupados por estos dos países.
 Chile, conjuntamente con otros países americanos, participó con dos observadores militares, un coronel y un teniente coronel de Ejército,
 para supervisar lo resuelto. Sin embargo, ambos países vieron lesionados sus intereses, lo cual hizo necesario la intervención de un tercer país en condición de árbitro componedor (Nicaragua). Los oficiales chilenos se trasladaron a Managua para participar en una conferencia de paz donde se logró, finalmente, alcanzar un acuerdo de paz.

Tres años más tarde, nuevamente bajo el marco de la OEA, se le solicitó al país el envío de un nuevo grupo de observadores militares a la zona general del mismo conflicto anterior. Participan, esta vez, un total de siete oficiales del Ejército.

4. Operaciones de paz en los noventa

Los medios de comunicación social, los diarios y en forma particular la televisión, han acortado de forma significativa las distancias en el mundo. Desde la Guerra en el Golfo, éstos han tomado cierto grado de relevancia en el desarrollo de las relaciones internacionales. En muchos casos, un ejemplode lo cual fue Somalia, las imágenes de la televisión han jugado un papel importante en generar voluntad en la comunidad internacional “para hacer algo”. Este fenómeno, en el mundo académico, fue identificado como: “el factor CNN”.

El general británico Michael Rose, que fue jefe de UNPROFOR (United Nations Protection Force) desde 1994 hasta 1995, sostuvo  que “los medios de comunicación no siempre tienen un impacto automático en la formulación de la política exterior de un país, pero sin duda existe una estrecha relación entre ellos. Si por un lado imágenes de terrible sufrimiento humano son presentadas al mundo a través de la televisión y diarios, y, por otro, se proyecta que los líderes mundiales hacen muy poco para aliviarlo, entonces un fuerte mensaje moral es enviado de que algo se tiene que hacer.”

La emergencia humanitaria ha ingresado al debate interno del país y es la visión creciente de muchos chilenos que esa realidad, si no es abordada, termina afectando los propios intereses. La actual Ministra de Relaciones Exteriores de Chile, María Soledad Alvear, ha declarado que “las operaciones de paz nos ponen en contacto con el mundo real de los conflictos mundiales y con la solidaridad internacional, que en forma de contingentes de diversos países se encuentran en un escenario lejano y deben aprender – en una experiencia dura y marcadora – a trabajar coordinadamente por un mismo ideal”.
 

Si lo precedente ha influido al final del siglo XX, existen otros tres factores relevantes que se registran a comienzos de los años ‘90, que ejercieron cierta presión para un mayor compromiso de Chile con las operaciones de paz. Ellos son de carácter nacional, regional e internacional. El último, que es el que tiene menos relevancia para Chile, es el término de la Guerra Fría. No constituyó un hecho directamente importante para el país, pero sí lo fue para muchas otras áreas del mundo debido a que aumentó el número de Estados que se sumieron en conflictos internos y cambió el eje de las  operaciones de paz.

En el período entre 1945 y 1990, hubo 13 misiones de paz, mientras en un tiempo mucho más corto, a década del ‘90, se han contabilizado más de 40 intervenciones militares con fines humanitarios. Ello significó que las operaciones de paz se orientaran preferentemente a resolver problemas de carácter interno en un Estado; por ejemplo, los casos de Kosovo y Timor Oriental.  En el lapso de la Guerra Fría la mayoría de las operaciones de paz tenían un propósito esencialmente centrado en tareas de observación y de separación de fuerzas, bajo el consentimiento previo de los Estados involucrados de aceptar la acción internacional para preservar la paz. En cambio, después de este período bipolar la modalidad de las operaciones es de imposición de la paz.
Esta situación afectó de manera indirecta a Chile, así como a muchos otros países que anteriormente no se habían preocupado por este tipo de operaciones; ahora participan en ella. De hecho el involucramiento de Chile comenzó casi de forma contextual al término de la Guerra Fría cuando participó en UNIKOM (United Nations Iraq – Kuwait Observation Mission) en 1991.

El factor regional está más bien relacionado con una percepción distinta de la amenaza a la seguridad nacional chilena de parte de Argentina. Los dos países mantienen buenas relaciones y se avanza fuertemente en aumentar las medidas de cooperación y de confianza mutua en todos los sectores. De igual modo, la relación con Perú ha mejorado en forma muy significativa, lo cual lleva a que indudablemente la percepción de amenaza no tenga la misma intensidad que en el pasado.

El Cono Sur ha conocido un proceso de distensión que empezó a fines de 1984, con el Tratado de Paz y Amistad entre Chile y Argentina. Algunos factores como, por ejemplo, las medidas de confianza mutua, la reducción de los gastos en defensa, la solución casi definitiva de los diferendos fronterizos, una baja en la dinámica de las adquisiciones de armamentos, han contribuido a cambiar la percepción de amenaza externa vecinal.

El último elemento, es decir aquél de naturaleza nacional, está relacionado con el término en 1990 del gobierno militar y el retorno a un sistema democrático. Esa situación ha tenido dos consecuencias importantes. En primer lugar, las fuerzas armadas regresaron completamente a su papel institucional, con el efecto inmediato de que la decisión relacionada con el empleo del instrumento militar ha pasado desde los militares a los políticos elegidos. El segundo aspecto relevante es que ha cambiado positivamente la relación entre las fuerzas armadas y una parte importante de la población chilena que por años se había opuesto al gobierno militar, no obstante la persistencia de problemas de difícil solución.


El general Augusto Pinochet Ugarte, al entregar el mando de la Nación, mantuvo la conducción del Ejército y, con ella, la decisión de continuar enviando oficiales con tareas de observación militar como tradicionalmente se venía realizando hasta ese momento y de no involucrar tropas en operaciones de paz. En el mes de agosto de 1994, con ocasión de dictar una clase magistral sobre la “Modernización del Ejercito: Realidad y Futuros Alcances”, el entonces Comandante en Jefe del Ejército manifestó que “las intenciones de algunos en el sentido de transformar a las fuerzas armadas en un instrumento de características policiales en el ámbito internacional, en el caso de Chile no tienen asidero”.
 Esa aproximación fue profundizada por él en 1997, con ocasión de otra conferencia, cuando declaró que “el Ejercito, consecuente con la política nacional, sostiene como doctrina que, en materias de operaciones de paz, éstas tienen exclusivamente fundamentos humanitarios, por lo que considera improcedente el empleo coercitivo de la fuerza para imponer la paz”.

Empero, la nueva situación política del país dejó a las otras ramas castrenses a que tomaran sus propias decisiones respecto al tema de acuerdo con sus intereses institucionales, participar o no con tropas. Esa situación nos permite comprender el hecho de que las fuerzas armadas chilenas se hayan involucrado en operaciones de paz de distinta forma. De manera general, primero participó la Fuerza Aérea de Chile (FACH) en UNIKOM, en 1991; la Armada hizo lo suyo en UNTAC (United Nations Transitional Authority in Cambodia) al año siguiente, y el Ejército, en la relativamente reciente operación de intervención de Naciones Unidas en Timor Oriental (UNTAET – United Nations Transitional Authority East Timor) a comienzos de(en castellano no es correcto decir del 1999, sino de 1999; lo mismo vale para el año 2000) 2000.

Cuando la Fuerza Aérea decidió participar en UNIKOM de manera significativa con el despliegue de una unidad de helicópteros (6 aeronaves), su experiencia era bastante limitada. El comienzo de los años noventa encuentra, además de las fuerzas armadas chilenas, a muchas otras del mundo carentes de doctrina en las operaciones de paz. En la historia militar de Chile, sus instituciones han tenido como tarea principal la de enfrentar las amenazas de los países vecinos, lo que explica la concentración de la actividad de sus respectivos mandos. El caso de UNIKOM representó no sólo un nuevo compromiso internacional del país; sino que, también, introdujo la necesidad entre los mandos de las fuerzas armadas de reconsiderar sus tareas tradicionales, lo cual no ha sido fácil y sin duda necesita tiempo.

Según Michael Williams, las nuevas misiones de paz de los años noventa tienen características muy diferentes a las anteriores. “Ellas son intrusas y los militares no están confinados a las fronteras entre Estados así como fue en Chipre, Sinaí, Kashemira y Golán. Los peacekeepers tenían la tarea de intervenir en ciudades y de trabajar junto con civiles; en esas nuevas tareas a menudo ocasionaron problemas por las diferencias culturales en las relaciones entre los civiles y los militares”.
 La experiencia chilena en las operaciones de paz se había limitado a situaciones del tipo de Kashemira y Golán debido, además de las consideraciones precedentes, a que el país vivió un proceso interno de cambio institucional profundo en 17 años de gobierno militar,
 colocando a Chile en una situación de privilegio respecto a su desarrollo económico social en comparación a otros países de la región. Precisamente, esa condición colaboró para que Chile no encontrara grandes dificultades para ampliar su participación internacional apenas se inició la década.

No obstante, la decisión de enviar un grupo de helicópteros de la Fuerza Aérea de Chile a Irak fue todo un desafío, no sólo para esa institución, sino que también para el gobierno, pues aseguró la firme intención de Santiago de entregar una mayor visibilidad, tanto al interior como al exterior de sus fronteras, de que Chile emplearía otros recursos además de los tradicionales en este tipo de operaciones. Esta misión constituyó una excelente prueba de capacidades, puesto que se debió desarrollar una cadena logística directamente desde Santiago para mantener operativa las aeronaves en una zona tan distante y, al mismo tiempo, culturalmente diferente. En palabras del Ministro de Defensa de la época, Patricio Rojas , “la opinión pública chilena consideró esa operación como altamente positiva y ésta fue también la apreciación de las autoridades de Naciones Unidas y del Pentágono, así como se me informó en Nueva York y en  Washington”.
 

En estricto rigor, el involucramiento de la Fuerza Aérea de Chile en UNIKOM y de la Armada de Chile en Camboya no pueden ser encuadrados bajo una dirección política o ser identificados como expresión de la política exterior del país. Esa primera participación en operaciones de paz respondió más a intereses institucionales y a los estudios independientes desarrollados por los distintos Estados Mayores. Ello deja en evidencia que se carecía de una política general y de una finalidad de política exterior en la cual se podían encauzar en forma particular la participación en Kuwait y en Camboya. Esta situación produjo una divergencia de esfuerzos o, en algunos casos, se desarrollaron actividades paralelas, relacionadas con el área logística y traspaso de experiencia, pero nunca conjuntas. 

En consecuencia, es posible afirmar que la situación de los primeros años de la década de los noventa fue de transición y el desafío fue encontrar una fórmula para que la participación de Chile en las operaciones de paz fuese, en el corto plazo, el resultado de un proceso de toma de decisión política con un beneficio para la política exterior del país y no sólo una iniciativa por parte de algunas ramas de las fuerzas armadas. Con esta experiencia se resolvió que la participación de tropas chilenas en operaciones de paz fuese decidida con un procedimiento denominado “caso a caso”, lo cual, en palabras del entonces Ministro de Relaciones Exteriores, “evita asumir compromisos indeseados; así fue como – afortunadamente – rechazamos las invitaciones de acudir a Somalia y Haití”.
 Los criterios que deben ser considerados son de importancia fundamental para la toma de decisión. Una vez establecido que la participación es coherente con los principios y valores de la política exterior chilena, determinar “si ella contribuye a consolidar el prestigio internacional del país; cómo contenido estratégico y operativo de la operación; el factor geográfico que conlleva la tolerancia cultural del país y su capacidad para insertarse en el sistema internacional, no sólo en lo económico y político, sino también con responsabilidad en materia de seguridad”.

Desde esa perspectiva se entiende (pasado?) que futuras misiones chilenas serían desplegadas integrando una fuerza de paz de Naciones Unidas y todavía sin involucrarse en operaciones de imposición de la paz. Ello no eliminó el hecho de que el país necesitara una nueva legislación apta para lograr una convergencia de esfuerzos de las distintas instituciones aun para operaciones de mantenimiento de la paz. Por lo tanto, el 6 de noviembre de 1996, el Presidente de la República promulgó el Decreto Supremo N° 94, con el cual se formuló “La Política Nacional para la Participación del Estado Chileno en Operaciones de Mantenimiento de la Paz”. En ese decreto se aclararon por primera vez los criterios político estratégicos para el empleo de las fuerzas armadas de Chile en misiones de paz, pero también el procedimiento para la toma de decisiones del gobierno frente a la participación en misiones internacionales. Con relación a la política nacional, el citado decreto supremo estableció que “el mantenimiento y la promoción de la paz constituyen objetivos permanentes de la política exterior chilena”.
 Que el Estado de Chile “reafirma solemnemente su compromiso de contribuir de manera activa al esfuerzo en pro de la paz que desarrolla permanentemente la Organización de Naciones Unidas”.
 Y, finalmente, que el Estado chileno “manifiesta su disposición a participar, por decisión soberana en operaciones de mantenimiento de la paz impulsada por las Naciones Unidas”.
 Cabe notar que este instrumento presidencial excluye la participación de fuerzas chilenas en operaciones de imposición de la paz bajo el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas. No obstante, fue un avance jurídico relevante para Chile, porque aclaró a los actores políticos involucrados y a la ciudadanía, la posición oficial del Estado con relación a esta materia. Según la directiva presidencial, la participación de fuerzas chilenas en las operaciones de paz debe cumplir con el interés nacional y con los compromisos que Chile tiene con las Naciones Unidas.
 Además la directiva inició el desarrollo de un sistema en el cual la política de participación en misiones de paz provenga desde el nivel más alto y fluya de esta forma hacia cada una de las instituciones, previamente trabajada y coordinada por los distintos ministerios correspondientes.

Por lo tanto, a contar de 1996, se inició un proceso de modernización y actualización de procedimientos en la toma de decisiones con relación a la participación de las fuerzas armadas en operaciones de paz, con un resultado, sin duda, que será mucho más eficaz que en los primeros años de la década y que todavía no se ha implementado en su totalidad. Lo más relevante es que la política de paz introdujo una doctrina, la cual permite de manera clara orientar todo un proceso de ajuste desde el nivel político hacia las respectivas instituciones de la defensa. Han transcurrido prácticamente cinco años y se ha hecho mucho en esta materia por distintos estamentos del Estado, lo cual permite rebatir a John Mackinlay, con relación a que “las organizaciones militares son bastante conservadoras y cambian de forma muy lenta”; 
 al menos no ha sido así en el caso nacional.

En el período siguiente a 1996, el involucramiento de Chile en misiones de paz ha crecido de forma constante e importante. Ya en el mes de agosto de 1996 la Fuerza Aérea de Chile participó con otro grupo de helicópteros y 41 efectivos en una nueva misión denominada “Comisión de Supervisión de Naciones Unidas” (UNSCOM) con el propósito de inspeccionar el potencial de armas químicas, biológicas y misiles de Irak.
 

El año siguiente, en abril de 1997, el Ministerio de Defensa Nacional dispuso la participación de efectivos de Carabineros de Chile en la Fuerza de Tarea de Policía Internacional para Bosnia Herzegovina en el marco de los Acuerdos de Dayton. A partir de junio de ese año se desplegaron los primeros 14, habiéndose llegado al término del año 2000 con un total de 71 Carabineros, entre oficiales y suboficiales.

Es importante señalar, dada la experiencia obtenida por la policía uniformada nacional, que en los últimos 15 años de operaciones de paz ha crecido la necesidad de desplegar tropas y unidades de policía sobre la base de una formación militarizada. Como lo indica Chuck Call y Michael Barnett: “Fuerzas policiales de tipo gendarmería, como por ejemplo los Carabinieri italianos, la Guardia Civil española y la Gendarmerie francesa, se diferencian de la policía civil porque son entrenadas no sólo en la parte policial, sino que también en táctica militar”.
 Hoy en día pocos son los países que pueden ofrecer un recurso humano tan importante como ese tipo de policía uniformada. Chile posee una fuerza de esa naturaleza, que le permitiría incrementar su participación en operaciones de paz, considerando las características y particularidades de esas misiones hoy en día, dirigidas más al interior de un Estado que entre Estados.
 

Otro factor de gran importancia fue el fuerte compromiso chileno para la resolución del conflicto entre Ecuador y Perú, en su calidad de país garante del Protocolo de Paz de Río de Janeiro de 1942. Chile, junto con Argentina, Brasil y Estados Unidos, desde 1995 hasta 1999, participó en la Misión de Observadores Militares Ecuador - Perú (MOMEP), en cumplimiento a la Declaración de Paz de Itamaraty, firmada el 17 de febrero de 1995. Esta misión cumplió con creces su cometido y probó que acciones dirigidas a resoluciones de conflicto en el ámbito regional también pueden ser exitosas. Claramente este caso determina una presión para que el gobierno de Chile comenzara a revisar su posición de rechazo a desplegar tropas en operaciones de imposición de la paz. 

En el Libro de la Defensa Nacional de Chile, publicado en 1997, entre los objetivos de la Defensa Nacional se incluyó el de “contribuir a la mantención y promoción de la paz y la seguridad internacionales, en acuerdo con el interés nacional”.
 De forma más detallada se explica que “la República de Chile tiene la voluntad política de participar en operaciones de mantenimiento de la paz propiciadas por las Naciones Unidas, considerando que la mantención y la promoción de la paz mundial constituye uno de los objetivos de nuestra política de defensa y también de nuestra política exterior. Más todavía cuando, en un sentido integral y moderno, la propia seguridad nacional depende de un conjunto diverso de factores, entre los cuales está la estabilidad y la seguridad internacionales”.
 Con ello el tema de las operaciones de paz tomó una importancia relevante en la nueva visión de la Defensa Nacional chilena, pero no se pronunció respecto a participar en operaciones de imposición de la paz.
 Lo que sí evidenció fue que si el compromiso chileno a la paz internacional adquirió relevancia en el ámbito de la defensa nacional, la imposibilidad de desplegar tropas bajo el Capítulo VII de la Carta de Naciones Unidas no tenía mucho sentido.

También queda claro que la presencia de fuerzas chilenas de cualquier tipo dentro del contingente de las Naciones Unidas ha permitido, por un lado, fortalecer la posición internacional del país y, por otro, se ha obtenido un grado de instrucción y experiencia adicional para el personal militar involucrado en las operaciones de paz.

En ese espíritu de creciente colaboración con las operaciones de paz de la ONU o bajo mandato de la OEA, hay cinco hechos que resaltan en su desarrollo. Primero, a contar de mediados de 1998 se creó la Agregaduría de Defensa a la Misión Permanente de Chile ante Naciones Unidas, la cual se vincula directamente con el Departamento de Operaciones de Paz de las NN.UU. Segundo, el gobierno de Chile decidió el despliegue por dos años de un pelotón de helicópteros (tres aeronaves y 33 efectivos) perteneciente al Ejército para integrarse a la Misión de Naciones Unidas para la Administración Transitoria en Timor Oriental. Un tercer aspecto, y relacionado con el anterior: el Estado de Chile dictó un nuevo Decreto Supremo, en octubre de 1999,
 por el que amplía la Política Nacional de Operaciones de Paz, referido a la participación de medios de defensa hacia aquellas de construcción o imposición de la paz, de conformidad con lo establecido en el Capítulo VII de la Carta ya citada. Este cambio, de gran trascendencia, dio el marco jurídico para el envío de esta unidad aérea a Timor Oriental. Un cuarto factor está reflejado por la suscripción, por parte del Ministerio de Defensa Nacional, del Memorándum de Entendimiento, por medio del cual el gobierno de Chile adhirió al Sistema de Acuerdos de Reserva para Operaciones de Paz de las NN.UU., el que tuvo lugar en Nueva York el 11 de noviembre de 1999. Por último, la cartera de Defensa ha dispuesto la creación de un Centro de Entrenamiento Conjunto de Operaciones de Paz, el que se encuentra en su fase preliminar de anteproyecto.

El año 2000, y con ocasión de la Cumbre del Milenio de las Naciones Unidas en Nueva York, el Presidente de la República, Ricardo Lagos, manifestó en plenario que Chile continuará con la política de compromiso en operaciones de paz de carácter mundial.
 Posteriormente refrendaba ese compromiso con su visita al contingente del Ejército desplegado en Timor Oriental, en el mes de noviembre de 2000, constituyéndose en el tercer Jefe de Estado y el primero de Latinoamérica que visitó esta isla.

5. Conclusiones preliminares

En un tiempo de poco más de diez años, Chile y sus fuerzas armadas han manejado de forma exitosa un creciente involucramiento en operaciones de mantenimiento de la paz y, recientemente, de imposición de la paz. Los cambios entre el comienzo de los años noventa y la situación actual han sido significativos y han afectado los dos niveles más importantes de la conducción del país en este campo, el nivel político estratégico y el estratégico de las fuerzas armadas. En el primero, se ha desarrollado una fuerte confianza en que la participación chilena en operaciones de paz es una tarea por la cual los medios castrenses están prestos a participar y se ha entendido la ventaja de entregar al país una visibilidad internacional más amplia. Por su parte, las instituciones de las fuerzas armadas han comprendido los beneficios inmediatos que reciben sus medios al participar en este tipo de operaciones. La experiencia de entrenamiento y el conocimiento de otras realidades son elementos fundamentales en la consideración que las fuerzas armadas tienen para enviar sus soldados en misiones de paz.

Quizás lo más importante que se advierte durante el período de estudio que abarca este trabajo, se relaciona con los cambios ocurridos en la década de los noventa (innecesario de decir, el trabajo ES sobre la década de los 90). Tanto el gobierno de Chile como sus fuerzas armadas han pasado de una posición pasiva respecto de las operaciones de paz a una fuertemente participativa en los últimos dos años. Un cambio tan rápido e importante se explica sólo con una fuerte motivación para dar a Chile un peso internacional más amplio. Claro está que ello se ha logrado como consecuencia de un avance sustantivo de las relaciones civiles militares. La participación en Timor Oriental, planificada en tan breve plazo (a fines de 1999), sería casi impensable si la relación entre los distintos ministerios involucrados y las fuerzas armadas no hubiera sido muy buena.

Finalmente, la participación de Chile en operaciones de paz y la interrelación con otros contingentes es sentida con mayor fuerza cuando se trata de países con los cuales el país tiene intereses comunes, por ejemplo aquellos del Cono Sur. En el ámbito de la creación de medidas de confianza mutua entre Chile y Argentina, el tema de las operaciones de paz es un incentivo a una cooperación de defensa más amplia. Una cooperación que tiene beneficio no sólo en el intercambio de personal para entrenamiento y capacitación, puesto que abre nuevas oportunidades de coordinación bilateral en materia de política de defensa.
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